4. La protección contra el trabajo infantil

En este panel tuvo como objetivo revisar la complejidad del fenómeno del trabajo infantil, las amenazas que implica para el desarrollo de los niños su ingreso temprano en el mercado de trabajo y el rol de los actores políticos y sociales en la lucha por su erradicación. 
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Palabras del coordinador del panel:

El trabajo infantil es una problemática que siempre hay que analizar de manera contextualizada, es decir, en términos históricos, pues no es lo mismo hablar de trabajo infantil y la lucha contra él en sociedades donde la protección y la regulación del trabajo tienen escaso desarrollo que en aquellas sociedades donde ha tenido un amplio desarrollo. No es lo mismo hablar del trabajo infantil en sociedades donde históricamente ha estado presente, por ejemplo, en la actividad rural, que en aquellas sociedades en las cuales por las características que ha asumido su desarrollo histórico el trabajo infantil ha tenido una presencia bastante más acotada. Tampoco es lo mismo hablar de esta actividad y de qué manera afecta los procesos de desarrollo de los chicos, en comunidades en las cuales el acceso universal a la escolaridad está todavía poco desarrollado que en aquellas otras en las que cuales desde hace muchos años el acceso a la educación está bastante desarrollado.

Desde este marco, el caso de la Argentina se presenta como una paradoja pues se trata de una sociedad donde muchos de estos aspectos venían muy desarrollados y, por lo tanto, el trabajo infantil tenía una incidencia muy baja respecto de otros países de América Latina. Sin embargo, después de las crisis socioeconómicas y de la regresión que ha experimentado nuestra sociedad en muchos aspectos (con los índices que alcanzó la pobreza, el desempleo, la subutilización y otras formas del trabajo precario), la situación del trabajo infantil se ha convertido en una problemática enormemente extendida que se nos impone a diario. En este contexto, la reflexión sobre la problemática del trabajo infantil y su erradicación cobra una singularidad particular. 

La explotación sexual comercial infantil es un delito 

y debe ser penalizada

Eric Carlsson 

Me toca hablar sobre el documento de la Organización Internacional del Trabajo (OIT): Convenio 182 sobre la prohibición de las perores formas de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación y, sobre todo, de la explotación sexual comercial infantil. Voy a ser muy técnico, mi discurso va a ser un poco legal porque se trata de definiciones y objetivos muy concretos, que tenemos que tener muy en cuenta cuando hablamos de peores formas del trabajo infantil.

Voy a trabajar sobre el Convenio 182 y voy a poner un énfasis particular sobre la denominada explotación sexual comercial infantil, porque es un tema que se discute muchísimo en la Argentina –sobre el que hay muchos malentendidos y mucho temor– y espero que podamos empezar un diálogo fructífero para aclarar dudas. 

La OIT es la agencia especializada más antigua de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), es de 1919. Subrayamos esto porque se forma después  de la Primera Guerra Mundial. Después de que muchos países quedaron destrozados por la Gran Guerra, se pensaba que había que levantar la nueva sociedad global sobre la base de la justicia social, así que ésta fue la misión de la OIT y sus postulados figuran en su Constitución. Sin mejorar las condiciones de trabajo, sin que la gente trabajadora tenga sus derechos y los pueda ejercer nunca habrá justicia social. 

La OIT es la única agencia especializada de la ONU que es tripartita, compuesta por trabajadores, empleadores y gobiernos. Desde aquí, tenemos dos formas de incidir en la temática del trabajo infantil, en la igualdad de género y los derechos de los trabajadores y trabajadoras viviendo con VIH-sida. Un medio de acción son las actividades normativas, el Convenio 182, que ha sido acordado entre trabajadores y empleadores y ha sido ratificado por los gobiernos. Los estados ratificadores se comprometen a realizar cambios en sus leyes y sus políticas públicas para mejorar las condiciones de trabajo para sus ciudadanos. 

El otro medio que tenemos en la OIT para enfrentar la problemática es la asistencia técnica. Al ratificar los convenios, los estados se obligan a cumplir los compromisos que en ellos se indican, entonces, a pedido de los actores tripartitos la OIT puede darles asesoramiento y financiamiento para lograr esos objetivos. Hoy, en la Argentina, tenemos cinco programas de acción destinados a erradicar el trabajo infantil y tratamos de sacar una metodología para ayudar a los actores tripartitos para tener su propio programa. Desde su fundación en 1919,  la OIT se interesó mucho por los derechos de los niños, de hecho, uno de los primeros cinco convenios fue el Convenio 138 sobre la edad mínima de admisión al empleo; desde el siglo pasado estamos en este tema.

Voy a proponer una definición de trabajo infantil, (aunque hay varias, no tenemos una sola) que es la más completa que tenemos en el Programa Internacional para la Erradicación del Trabajo Infantil (IPEP). Es una definición muy compacta pero que capta, en general, lo que sería el trabajo infantil: “es toda actividad económica realizada por niños, niñas y adolescentes por debajo de la edad mínima especificada en cada país”. El Convenio 138 que toca el tema de la edad mínima de acceso al empleo dice que la edad “no deberá ser inferior a la edad en que cesa la obligación escolar, o en todo caso, a los quince años”. Y, en el caso de la Argentina, que ratificó el Convenio 138, este límite de edad se estableció en los catorce años. 

Se define como trabajo infantil a toda actividad económica, cualquiera sea su categoría (ocupacional asalariado, independiente o trabajo familiar no remunerado). Así que no solamente hablamos de trabajo infantil cuando un chico recibe un pago tradicional, sino también sobre todas aquellas actividades económicas realizadas por debajo de los 18 años, que interfieren con la escolarización de los niños, niñas y adolescentes, que se desarrollan en ambientes peligrosos o se llevan a cabo en condiciones que afectan su desarrollo físico, psicológico, moral, social inmediato o a futuro. Esta definición es bastante compacta, por ahí no incluye algunos puntos, pero, en general, capta lo que la OIT está pensando cuando habla de trabajo infantil.

Entramos en el Convenio 182, que se sancionó en 1999 y fue ratificado por la Argentina en el año 2001. La Argentina es, a la fecha, uno de los 150 países que ha ratificado este convenio, el cual fue adoptado por unanimidad, sin oposición y sin abstenciones. Se trata del convenio más rápidamente ratificado en la historia de la OIT; eso habla de la fuerza de este documento y, además, del compromiso global: la Argentina está en buena compañía no sólo en el mundo sino también en la región. En América del Sur contamos con que la Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador, Paraguay, Perú y Uruguay ya han ratificado el Convenio 182.

Ese convenio hace reformas sobre cuatro categorías principales. Primero, define como trabajo infantil: “todas las formas de esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, como la venta y trafico de niños, la servidumbre por deudas y la condición de siervo, trabajo forzoso u obligatorio, incluido el reclutamiento forzoso u obligatorio de niños para utilizarlos en conflictos armados”. 

En segundo lugar, define como trabajo infantil: “la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños y niñas para la prostitución, la producción de pornografía o las actuaciones pornográficas”. Tercero: “la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños y niñas para la realización de actividades ilícitas, en particular, producción y trafico de estupefacientes”, tal como se definen en los tratados internacionales pertinentes. Retomando la definición de trabajo infantil, la cuarta categoría que sanciona el Convenio 182 es toda aquella “que por su naturaleza o por sus condiciones es probable que dañe la salud, seguridad o la moralidad de los niños”. 

Ahora vamos a focalizar específicamente sobre la explotación sexual comercial infantil. Las formas intolerables e ilícitas de la explotación, el tráfico, la utilización de niños y adolescentes para la prostitución, la utilización para pornografía son modalidades de lo que se llama la explotación sexual comercial infantil. Sobre esta problemática, conozco varias preguntas que por repetidas se vuelven tradicionales, debido a que hay muchos malentendidos sobre este tema. ¿Acaso es lo mismo la prostitución que la prostitución infantil? ¿Es correcto usar la frase prostitución infantil cuando estamos hablando de una relación de poderes, de una forma económica, que es un crimen? ¿Cómo definimos esto?

Palabra por palabra, y corriendo el riesgo de ser un poco pedantes, es importante saber por qué elegimos exactamente la frase “explotación sexual comercial infantil”. En primer lugar, hablamos de “explotación” porque se trata de una relación de dominación, subordinación, donde las personas explotadoras se aprovechan del niño o de la niña por su condición de ser menor edad, por su condición de género y por la vulnerabilidad social de que es víctima. En segundo lugar, es “sexual” porque implica actividades sexuales, con contacto físico o sin contacto físico, por ejemplo, producir material pornográfico con el niño o la niña. Tercero, es “comercial”, porque el cuerpo del niño o la niña es utilizado como una mercancía, este mercado se caracteriza por ser ilegal y clandestino (aquí podemos ver cómo entra la OIT en este tema comercial) y, por último, es “infantil” porque según el primer artículo de la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989 “se entiende por niño a todo ser humano menor de 18 años de edad”. 

Ahora es el momento de preguntarnos: ¿por qué se metió la OIT en este tema? Es decir, ustedes podrían preguntar “¿qué tiene que ver esta actividad comercial ilícita con el mundo laboral?”. La OIT tiene convenios que regulan condiciones laborales como la jornada laboral, la salud, la seguridad en el trabajo pero, al mismo tiempo, muchos de los convenios de la OIT también se relacionan con los derechos humanos en un sentido amplio, como promover la libertad de asociación o abolir el trabajo forzoso. El Convenio 138 y el 182, por ejemplo, caen bajo esta categoría de derechos humanos. Entonces si la OIT incluye la prostitución infantil o la explotación sexual comercial infantil de los niños como una forma de trabajo infantil ¿no está reconociendo la prostitución como un trabajo? La respuesta es “no”, la OIT considera que el uso de los niños en la prostitución o en la pornografía constituye un conjunto de crímenes violentos que, a la vez, constituyen formas de explotación económica. 

En este sentido, debemos observar que varias formas de actividades ilícitas se incluyen en convenios de la OIT, por ejemplo, el trabajo forzoso, pero que sólo lo hacen con el propósito de “erradicar” esas formas. En este sentido, el primer Congreso Mundial de Estocolmo, en 1996, ayudó a que la OIT incluyera la problemática de la explotación sexual en el Convenio 182.

Con esta presentación, quiero superar un malentendido que ya ha aparecido en los medios periodísticos y en algunos foros sobre la posición de la OIT respecto de esta problemática. Y, en este punto, quiero ser muy explícito: tenemos el Convenio 182 y también tenemos una Recomendación 190 que acompaña al convenio y da varias pautas y explicaciones sobre qué pueden hacer los estados que ratifican el Convenio. Allí se presentan sugerencias referidas a sanciones penales, por lo tanto para la OIT –según el Convenio 182 y la Recomendación 190– la explotación sexual comercial infantil es un delito. Es así de simple: es explotación y es un delito.

El Convenio 182 requiere que los estados ratificadores adopten medidas inmediatas y eficaces para conseguir la eliminación de las peores formas de trabajo infantil con carácter urgente. Por lo tanto, desde la OIT vamos a poner los recursos necesarios en forma inmediata para que esos chicos reciban la ayuda que necesitan, lo mismo que los chicos que son explotados para tráfico de drogas o que son reclutados forzosamente en las guerras. El Convenio 182 también compromete a los países a diseñar mecanismos apropiados para monitorear la implementación del Convenio entre los tres sectores: trabajadores, empleadores y gobiernos. Según la Recomendación 190 todos los miembros pondrán programas de acción para la eliminación de “las peores formas”. Los objetivos son: identificar y denunciar el trabajo infantil, impedir que los niños se desempeñen en esas peores formas, librarlos y protegerlos, prestar especial atención a los niños y niñas más pequeños, identificar el trabajo oculto en grupos particularmente vulnerables, identificar unidades donde haya niños puestos en riesgo, informar, sensibilizar y movilizar a la opinión publica.

Como cierre, voy a presentar tres mecanismos que sugerimos desde la OIT para viabilizar la aplicación del Convenio 182. En primer lugar, el gobierno tiene la obligación de tomar todas las medidas que sean necesarias para impedir que las personas menores de edad se dediquen a estas actividades, incluso imponiendo sanciones, dando asistencia a los chicos y chicas menores de edad que han sido librados de ellas. Porque una cosa es sacar a una niña o niño de la explotación sexual comercial infantil y otra cosa muy diferente es encontrar un lugar donde este niño o niña pueda volver a socializarse: un hogar o familia, la escuela o tener un oficio. Segundo, para conseguir esto se debe prevenir, identificando a los niños, niñas y adolescentes que podrían ser captados para estas actividades, entrar en contacto directo con ellos, y se debe tener en cuenta particularmente la situación de la niña. Finalmente, en tercer lugar, se deben aplicar sanciones penales y, para esto, previamente se deben aprobar leyes que conviertan estas actividades en “peores formas del trabajo infantil” imponiendo duras sanciones. 

Como resultado de esta presentación muy técnica, quisiera que ustedes concluyeran que la explotación sexual comercial infantil es un delito, es decir que no es un trabajo sino un delito que debe ser penalizado en todos los países del mundo y en la Argentina particularmente, pues por su decisión ha ratificado el Convenio 182 y se adhiere al movimiento global de erradicar y prevenir las peores formas del trabajo infantil. 

El trabajo infantil es una violación sistemática 

de los derechos humanos de los niños y las niñas
Consuelo Contreras Largo 

 Me referiré al tema del trabajo infantil fundamentalmente desde la perspectiva de los derechos humanos, desde la doctrina de derechos humanos que ingresa en los últimos diez o quince años para cambiar la visión y la forma como tratábamos a la infancia en nuestras regiones. Hace aproximadamente cincuenta años empieza un proceso de ir definiendo nuevas formas de relación entre el derecho y los niños y las niñas, primero mediante tímidas declaraciones sobre los derechos de los niños, luego, en 1989, mediante la Convención sobre los Derechos del Niño, que inaugura un conjunto de normas y de instrumentos jurídicos destinados a la protección de los derechos de los niños desde la perspectiva de los derechos humanos. 

Entendemos que la doctrina y los derechos humanos son un acuerdo entre los estados en favor de los pueblos, son compromisos de los estados para garantizar y proteger los derechos de las personas. Desde esta perspectiva y a partir de la aprobación y la ratificación de la Convención por parte de nuestros países, se inicia una nueva forma de que los niños se relacionen con los derechos.

Antes entendíamos a la infancia como algo que pertenecía al mundo privado, a un espacio donde las relaciones se definían por cuestiones afectivas o tutelares, familiares o extrafamiliares, a partir de la Convención –y ahí radica el cambio del paradigma– empezamos a entender que el derecho empieza a regir la relación que el Estado y el mundo adulto tienen con los niños y los niños salen entonces de ese mundo privado y entran en el mundo de lo público, con un sistema de protección y de superprotección de sus derechos. Desde entonces, entendemos a los niños como sujetos de derecho y esto significa que a los niños y las niñas se les reconoce una serie de atributos y derechos que les son propios por su condición de persona humana y por su condición de niño, y el que estos derechos sean inherentes significa que no requieren de reconocimiento por parte de los adultos sino que les son propios, les pertenecen. Por lo tanto, la tarea que queda por delante es garantizar la protección de estos derechos que les pertenecen.

Quiero hablar de las normas y compromisos que, en materia de derecho internacional, han adquirido los países de la región de América del Sur y centrarme especialmente en el tema del trabajo infantil. Prácticamente hay un conjunto de normas internacionales que ha sido ratificado por los países de la región, eso significa que en nuestros países son ley de cada república. A continuación, enumeraré los documentos y comentaré su implicancia sobre los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

El Pacto de Derechos Económicos sociales y culturales se refiere en su artículo 10 específicamente a la protección de los niños en contra del trabajo infantil; el Pacto de Derechos Civiles y Políticos se refiere en su artículo 8 a la protección en general de todos los seres humanos respecto de trabajos forzosos u obligatorios; la Convención Americana de Derechos Humanos señala en su artículo 19 que todo niño tiene derecho a la protección que su derecho de menor requiere, por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. Además, los casos que se han presentado en la Corte Interamericana de Derechos Humanos han hecho que la Corte interprete tanto este artículo 19 como los derechos contenidos en la Convención sobre los Derechos del Niño, por lo tanto, también podemos afirmar que existe un sistema de protección contra el trabajo infantil.

La Convención, en su artículo 32 sobre el trabajo infantil, es clara en establecer el derecho de todos los niños, niñas y adolescentes de ser protegidos contra la explotación económica y contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación o que sea nocivo para su desarrollo físico, mental, moral y espiritual. Dos elementos me parecen destacables en este artículo, uno es que la Convención pone en el mismo nivel de “inestabilidad” aquellos trabajos que son peligrosos para la vida y desarrollo del niño y aquellos otros que entorpecen la educación. El otro punto que me parece importante es que la Convención utiliza el término “pueda”, “pueda ser peligroso” o “pueda entorpecer la educación”, esto significa que basta con que exista la posibilidad de que el trabajo entorpezca la educación para que éste sea inaceptable y los estados deban tomar acciones de protección. 

La Convención y su artículo 32 también deben ser interpretados desde la perspectiva de la integralidad de los derechos humanos y desde su interdependencia, por lo tanto, en toda acción deberá ser tomado en cuenta el interés superior del niño. Este principio no es otra cosa que la satisfacción del ejercicio de todos los derechos contenidos en la Convención. Ya no es, como ocurría antes en el sistema tutelar, que –aunque la Declaración de los Derechos del Niño también hablaba del interés superior– su interpretación quedaba al criterio del adulto que estaba a cargo o que tomaba decisiones. A partir de la Convención esto cambia: el interés superior del niño es un límite al poder de intervención del Estado y una guía para el diseño de políticas públicas, pues se trata única y exclusivamente de garantizar el ejercicio de todos los derechos incluidos en la Convención. 

La Convención también cambia la relación entre las políticas públicas y los niños y las familias; tradicionalmente la atención del niño estaba destinada al niño de modo exclusivo sin considerar a la familia y, por lo tanto, frente a cualquier problema el Estado o las instituciones privadas tomaban al niño, lo sacaban de la familia y lo ponían en los lugares de guarda o de tutela. Frente a esta acción del pasado, la Convención señala que los padres son los primeros obligados de la crianza y cuidado de los niños y que, si los padres no pueden, es el Estado quien debe concurrir en apoyo de los padres para que ellos puedan cumplir sus roles de protección y cuidado. Al apoyar a la Convención, nos hemos obligado a apoyar a los padres para que la familia sea quien contenga al niño y no el niño quien contenga a la familia. 

Están también los protocolos facultativos de la Convención, a los que no me voy a referir, y los Convenios 138 y 182 de la OIT. Consideramos que el Convenio 138 es fundamental en materia de trabajo infantil, pues habla del diseño de políticas públicas que tiendan a la erradicación del trabajo infantil y, por lo tanto, “obliga” a los gobiernos al diseño de políticas. Respecto del Convenio 138 coincidimos plenamente en que las tres primeras letras (a, b y c) que definen las peores formas de trabajo infantil son delitos y formas de explotación, sin embargo, quiero subrayar que habrá que tener mucho cuidado con los intentos tutelares y represivos que puedan llegar a aparecer en materia de derechos del niño, debido a que hay algunas actividades que pueden ser consideradas delitos cometidos por los niños (por ejemplo: la producción, el tráfico y la venta de estupefacientes) y, entonces, tendremos que estar atentos para ver cómo reacciona el sistema de justicia juvenil o sistema penal, y cómo esto se relaciona con la necesaria protección a la que nos obliga el Convenio 182… es un tema de debate.

Respecto de la letra “d” del Convenio 138, que es más amplia y que señala que en cada país se van a definir los trabajos que van a ser considerados “peores formas” (los cuales están definidos como aquellos que por su naturaleza o condición probablemente dañarían la salud y la moralidad de los niños), nuevamente el uso de la palabra “probable” nos indica que no es necesario que el daño sea inminente sino que basta con la posibilidad de que el daño ocurra, que el peligro esté ahí, que haya una amenaza, para que se tomen medidas de protección. Y esto hay que considerarlo porque, en definitiva, las normas de derechos humanos están diseñadas para dar la mayor protección al ser humano y, por lo tanto, deben ser interpretadas desde esa perspectiva. En pocas palabras, no es necesario esperar que el daño ocurra sino que hay que actuar cuando la amenaza se presenta.

Durante la Sesión Especial de las Naciones Unidas en favor de la Infancia se elaboró el plan mundial “Un mundo apropiado para los niños”, donde aparece, tanto en su declaración como en sus objetivos y estrategias, una serie de puntos relacionados directamente con el tema del trabajo infantil. Básicamente el documento se centra en garantizar la erradicación inmediata de las peores formas de trabajo infantil, en garantizar la existencia de programas de rehabilitación, de reintegración y de educación, y en garantizar la generación de políticas económicas y sociales para erradicar la pobreza, programas que permitan una educación gratuita, universal y de calidad. Esto es lo que en términos generales declara el plan mundial.

También tenemos el Plan Iberoamericano “Desafío para mejorar la calidad de vida de los niños, niñas y adolescentes iberoamericanos”, que cuenta con 18 metas y que ha sido adoptado por todos los estados de la región iberoamericana. En este documento, la meta 13 habla de la erradicación del trabajo infantil y establece la necesidad de ratificar los convenios 138 y 182 de la OIT y cumplir con los acuerdos adquiridos ante la comunidad internacional, además de fortalecer y ampliar los mecanismos de fiscalización, tanto en el sector formal como informal. El Plan Iberoamericano también cuenta con otras dos metas que son importantes y que inciden en el tema del trabajo infantil: se trata de  metas sobre educación. La meta 7 habla de asegurar para el 2015 el acceso a la educación básica a todos los niños y niñas, y que esta educación sea de calidad, gratuita y sin discriminación. También habla de asegurar la permanencia en el sistema escolar, porque es cierto que podemos tener amplias coberturas y buena calidad en la educación pero hay que destacar que resulta clave asegurar la permanencia y el éxito de los niños dentro del sistema escolar. Por otra parte, en la meta número 9, el Plan Iberoamericano habla de universalizar la educación secundaria para el 2015. También hay planes nacionales de erradicación de trabajo infantil en todos los países de Sudamérica, con excepción de Perú, donde el plan está en elaboración y por ahora se cuenta con un documento de estrategias.

En resumen, tenemos un conjunto de normas internacionales ratificadas por todos nuestros países que dan protección a los derechos de los niños, tenemos un plan mundial, un plan iberoamericano, tenemos planes nacionales de acción integrada, tenemos planes nacionales de erradicación de trabajo infantil, todos compromisos adquiridos por los estados. Además, hay una serie de otros compromisos adquiridos en otras cumbres que se han hecho, como la Cumbre de población o la Cumbre sobre medio ambiente. Esto quiere decir que ya contamos con el conjunto de normas que respaldan las acciones y con planes donde están contenidos las estrategias y los objetivos para desarrollar esas acciones. El diseño ya está hecho, sin embargo, el problema tal vez pasé por un tema de implementación: todavía no vemos en nuestros países la implementación de los planes.

Hay dos elementos que me gustaría señalar respecto de la política pública destinada a la infancia. Un elemento consiste en que efectivamente falta abandonar el viejo enfoque tutelar en el diseño y ejecución de políticas y programas destinados a la infancia y la adolescencia. Aun cuando se reconoce públicamente que los problemas que afectan a los niños y a las niñas –sobre todo respecto del trabajo infantil– son problemas estructurales del contexto social, en la práctica estas explicaciones se centran en falencias y patologías individuales o familiares. De este modo, se asume que el problema que viven los niños y las niñas se debe a problemas de familias desestructuradas, a que las familias no saben proteger a los niños, al alcoholismo de los padres, etc., y entonces los planes se diseñan en función de dar atención a carencias o patologías individuales o familiares. Así, una responsabilidad que es pública se convierte en una responsabilidad individual y privada. 

Este enfoque, que reconoce en el discurso el problema estructural pero que en la práctica lo elude totalmente, tiene dos consecuencias importantes. La primera es el aplazamiento de reformas estructurales basadas en políticas sociales universales redistributivas, para pasar a privilegiar la intervención estatal de corte protector, asistencial y compensatorio. En este contexto, para que las familias puedan acceder a los beneficios asistencialistas que son verdaderos proyectos de intervención, tienen que declarar públicamente su incapacidad o su inhabilidad de cuidar y criar a sus hijos, pues para que un niño ingrese en cualquier programa de protección los padres tienen que declarar ante el tribunal de menores, de esa forma el programa toma al niño y trabaja con el niño. Esta declaración publica de incapacidad de la familia y de los padres hace que efectivamente se crean “el cuento” de que son incapaces de cuidar y querer a sus hijos y, por lo tanto, dejan de exigir los derechos que, como ciudadanos, les son propios, a ellos y a sus hijos, y toman el acceso al programa como una acción caritativa, benevolente, ya sea del sector privado filantrópico o de parte del Estado. 

Otro de los problemas que existe en el diseño y ejecución de las políticas de infancia afecta a la estructura de las instituciones encargadas del diseño, ejecución y evaluación de los programas y acciones destinadas a los niños. En general, los entes rectores de infancia de cada uno de nuestros países son muy débiles y no logran articular el complejo sistema institucional. ¿Quiénes participan en este proceso? Ministerios de trabajo, salud, justicia, servicios públicos de distinto tipo, municipios. También participan ONGs del más variado tipo (de corte caritativo, filantrópico, de desarrollo, congregaciones religiosas, etc.) y, además, participan los tribunales y la policía. Es lógico entonces que los distintos componentes de este complejo institucional funcionen en forma fragmentaria y sin coordinación, siendo muy difícil o casi imposible la articulación de políticas integradas.

Frente a este panorama, necesitamos, en primer lugar, una real voluntad política por parte del Estado y de sus organismos para dar cumplimiento a los acuerdos suscritos y a los compromisos adquiridos. Luego es fundamental que este compromiso se exprese en una normativa jurídica que promueva, respete y garantice los derechos humanos. Además, otras acciones son imprescindibles, como: la creación de los mecanismos institucionales que permitan aplicar la política nacional, los planes y los programas sectoriales, contar con la dotación de recursos necesarios y suficientes para su implementación, superar los desafíos de la intersectorialidad que exige la implementación de una política pública que se base y reconozca la integralidad e interdependencia de los derechos humanos, contar con un diseño institucional fortalecido e integrado donde el ente rector cuente con poder político y liderazgo suficiente para dirigir y conducir el complejo institucional y, por último, orientar, ordenar y articular las acciones para el cumplimiento de los objetivos de una política que sea efectivamente una política de Estado. 

Por otra parte, se deberá contar con políticas públicas universales de largo plazo que apunten a los problemas estructurales que afectan la situación de los niños, niñas y adolescentes y, de esta forma, los programas específicos de carácter más especializado deberán tener menor cobertura y su tarea en la atención de los niños será la de ir devolviéndolos a la esfera de las políticas universales que es donde deben estar todos los niños. Es definitiva, se deberá contar con un conjunto de estándares concebidos como derechos de los ciudadanos y usuarios, que estén contenidos en las leyes, políticas y programas universales y sectoriales y, además, contar con mecanismos apropiados y accesibles de garantía, protección, exigibilidad y defensa de estos derechos. 

Finalmente, es imprescindible contar con una sociedad civil fortalecida y participante, comprometida en el proceso. Una sociedad civil que se apropie de lo público como “la responsabilidad de todos”, ello debe traducirse en aportar en el diseño, ejecución, monitoreo y seguimiento de las políticas, planes y programas, y en profundizar una acción ciudadana que asuma la defensa de los derechos humanos de la infancia y la adolescencia.

Creo que en la medida en que la sociedad civil no asuma esta responsabilidad de exigibilidad difícilmente logremos mayores estándares de satisfacción y de respeto de los derechos humanos. Creo que es importante tomar la problemática del trabajo infantil desde la perspectiva de los derechos humanos. Recuerdo que cuando fue la Marcha Global en 1998 y los niños llegaron a la OIT en Ginebra para exigir su derecho a la educación, un niño de Bangladesh le dijo a los delegados de todos los países que estaban en la Asamblea antes de que se aprobara el Convenio 138; “a mí no me importa ni me interesa si el trabajo infantil es causa o consecuencia de la pobreza, ése no es mi problema, mi problema es que hoy día no puedo estudiar” y le pidió a los delegados que le dieran trabajo a sus padres para que él pudiera seguir en la escuela. Creo que comprender el trabajo infantil como una violación sistemática de los derechos humanos de los niños y las niñas es lo único que nos va a permitir avanzar en este proceso, que no es otra cosa que avanzar en el proceso de profundizar la democracia. 

Para erradicar el trabajo infantil 

tenemos que recuperar la justicia social

Susana Santomingo 

Espero poder convocarlos al compromiso y la pasión que tenemos desde el sector sindical para lograr erradicar el trabajo infantil. Soy portavoz de una multiplicidad de compañeras y compañeros del cono sur, del sector sindical, y de algunas ONGs, y me corresponde ser portavoz de una construcción colectiva. Toda presentación es un recorte, uno recorta para poder generar un código común y transmitir algunas ideas. Sabemos que en ese recorte no está todo dicho y que, además, nosotros –como sector sindical– no tenemos la verdad revelada aunque sí tenemos una posición ideológica que nos permite construir una política en función de la erradicación del trabajo infantil. Es decir, estamos luchando no solamente por la erradicación del trabajo infantil en sí mismo sino apuntando a los diferentes niveles donde se define la vida de las personas y de nuestros pueblos, por eso, intentamos incidir allí donde se definen las políticas públicas y no queremos discutir más los temas de la dimensión social por fuera de donde se discuten las políticas estructurales que inciden en la calidad de vida de nuestros pueblos. Con este propósito, ocupamos los lugares en los órganos sociolaborales del Mercosur, pretendemos tener expresión en la Organización Mundial del Comercio y ser interlocutores del FMI y de todos los organismos multilaterales de crédito a quienes en parte les debemos el genocidio social que vivimos en nuestros países. Dicho todo esto, afirmamos que, porque los niños y las niñas son el futuro, luchamos por su presente: ¡no al trabajo infantil!

La coordinadora de centrales sindicales del cono sur está integrada por ocho centrales sindicales que nuclean a 22 millones de trabajadores. Desde aquí ponemos en la agenda sindical el tema de erradicar el trabajo infantil y producimos acciones que intentan modificar el presente y reparar algunos daños (aunque sabemos que muchas veces éstos son irreparables). A partir de proyecciones, entrevistas y chequeos, observamos que la década de los noventa nos ha dejado un saldo de 1 de cada 5 niños con discapacidad. También la Organización Regional Interamericana de Trabajadores de la Confederación Internacional de Organizaciones Sindicales Libres ha constituido su grupo de trabajo continental por la erradicación del trabajo infantil, en este momento estamos hablando en nombre de todas estas organizaciones. Ambas organizaciones fueron creadas una en 2000 y otra en 2004, y uno de los objetivos es centralizar y dar tratamiento y seguimiento a la evolución del trabajo infantil. ¿Para qué? Para producir acciones.

Las acciones sindicales de la región Mercosur y continental están dirigidas en esta línea, por un lado, a institucionalizar en todos los niveles de la organización sindical el tratamiento, abordaje y seguimiento del tema trabajo infantil. Cuando nosotros iniciamos nuestra tarea, hace varios años, esto no estaba incluido en la agenda sindical del Mercosur y en las agendas nacionales tibiamente empezaba a hablarse del problema, hoy estamos situados en otro lugar. Sin embargo,  aunque ya hay una declaración de los presidentes del Mercosur donde expresan su voluntad política de erradicar el trabajo infantil, esto aún no se ha convertido en políticas públicas con presupuestos que tengan un resultado tan eficiente como necesitamos. 

También como sector sindical nos planteamos contribuir a que los actores sindicales se apropien de instrumentos que les permitan un abordaje múltiple e integral de la problemática del trabajo infantil. Entendemos que ésta es una lucha emocional, por un lado, pero también que es una lucha estratégica y pretendemos que sea científica. Es decir que además del compromiso que tiene para nosotros la situación de los niños (muchas veces se trata de niños trabajadores que son hijos de los que fueron nuestros compañeros), intentamos prepararnos, intentamos hacer una aprehensión teórica y científica para poder operar de manera más correcta no sólo en los ámbitos superestructurales sino también en el territorio de la acción directa. Nosotros intentamos contribuir con nuestras acciones en la acción directa. 

Como sector sindical nosotros definimos el trabajo infantil como toda actividad económica y sistemática realizada por niños, sea remunerada o no. En esta línea abarcamos todas las actividades de los niños, incluso el limosneo. En general, no nos detenemos en grandes definiciones porque comprobamos que a veces los gobiernos se pueden sentar a definir y resulta que nosotros esperamos  diez años sólo para saber sus conclusiones. En general, cuando llegamos a los casos puntuales y vemos que puede haber una acción directa y eficaz de los gobiernos nos centramos en definiciones más finas y discutimos. 

Cuando hablamos de trabajo infantil estamos hablando de cifras de 246 millones en el mundo y, en América latina, más o menos de 20 millones, de los cuales 7 millones y medio están en el cono sur. Es decir que la tercera parte de los 20 millones está en el cono sur. Cuando hablamos de la Argentina los últimos hablan de un millón y medio, o sea que de cada 5 niños 1 trabaja. Las últimas cifras, en cambio, ya hablan de un millón novecientos mil niños trabajadores y, en realidad, ahí hay una gran discusión, pues la variación en la cifra parece depender de si consideramos o no el trabajo infantil doméstico en hogares de terceros o en el propio hogar. Esto modifica las cifras y también modifica la evaluación del género, es decir, si se trata de mayoría de niños o de niñas. 

En realidad, el sector sindical regional y continental se plantea la posición de no al trabajo infantil, pero esto no implica judicializar la pobreza ni bajar la edad de imputabilidad, lo que nosotros proponemos son acciones de carácter integral, cuando no tenemos cómo lograr la sustitución económica. Además, nos planteamos no intervenir a menos que haya un delito. 

El trabajo infantil tiene consecuencias físicas, psíquicas y sociales. Hemos encontrado en las trabajadoras domésticas que han sido trabajadoras infantiles algunos problemas de conducta, de insomnio, llantos nocturnos; en sus discursos sobre el pasado aparecen relatos sobre el miedo, el abandono, el deseo de volver a sus hogares. etc. Además, otro emergente es que la mayoría de las trabajadoras domésticas han sido abusadas, porque muchos de los niños de la casa –e incluso los adultos– debutan sexualmente con esa niña que trabaja en la casa. Nuestro mensaje muchas veces es “si necesita un trabajador o trabajadora doméstico por favor contrate un adulto y páguele lo que le corresponde. Si quiere ser solidario con un niño o con una niña llévelo a su casa pero bríndele un trato igualitario, mándelo a la escuela”. No aceptamos más ese perfil de “criadita”, porque en realidad no lo aceptamos moralmente y, sin embargo, sabemos que sigue existiendo y que va a existir por largo tiempo fomentado desde una posición hipócrita.

Está claro que el daño psíquico que se infringe a un niño en una situación de poder asimétrica como es la explotación sexual genera un daño psíquico de carácter irreparable. En este tiempo de trabajo nos hemos enfrentado con situaciones desesperantes y hemos contado con el apoyo de compañeras meretrices, que fueron niñas explotadas, que hoy resignifican su historia mientras nos acompañan asistiendo a niños y niñas explotados sexualmente. Entre los múltiples aprendizajes que hemos obtenido, de muchos compañeros del pueblo, de muchos niños trabajadores, les relataré una pequeña y, lamentablemente, cotidiana historia contenida en una entrevista con una niña abusada. 

“Las entrevistas con A. se realizaron por demanda de un cura cuya parroquia tiene inserción en un barrio pobre del conurbano. A. tiene once años y cada tanto aparece por el barrio; cuando lo hace, duerme igual que muchas familias en unos vagones de tren, dice que no se acuerda cómo se llaman sus padres ni dónde nació y que no tiene documento de identidad. No concurre a la escuela, aparece y desaparece, ella es una niña explotada sexualmente y lo reconoce cuando se la indaga acerca del dinero que lleva. Seguramente es explotada por adultos, podría tratarse de su propia madre, porque ella escapa pero cada tanto vuelve. Es evidente que no tiene un lugar de residencia permanente, el cura no sabe qué hacer con ella porque duda de que lo mejor sea denunciar la situación. Si la envían a un instituto de menores, es probable que nadie la reclame. Para pedir opinión, promueve las entrevistas. A. es presentada por el cura, la primera entrevista se realiza dentro de la parroquia, tiene apariencia de niña mal alimentada, se viste de manera provocativa para su edad, simula ser una persona experta a quien nada le inquieta, mira a la entrevistadora de arriba abajo. La entrevistadora le pregunta nombre, edad y si concurre a la escuela y A. le pregunta para qué quiere saber eso, sólo le contesta un nombre que no se sabe si es el real. La entrevistadora le pregunta acerca de la música que le gusta y ella responde que le gusta cantar como Madonna porque Madonna tiene mucha plata. Entablan un largo diálogo. A. le pregunta a la entrevistadora si tiene hijos, si van a la escuela y si ella los quiere. A. es una niña hablando con un adulto, se nota su falta de escolarización en su lenguaje pero es muy inteligente, tiene la rapidez del niño que debe sobrevivir en la calle, impresiona la mirada adulta y gastada en ese rostro de niña. La entrevistadora hace mención sobre el brillo de su cabello y le pregunta con qué producto se lo lava, le toca la cabeza y A. se queda acurrucada. En la medida en que le toca la cabeza se va acercando hasta que tira su cuerpo completo sobre la entrevistadora como un bebé en el regazo de su madre, apoya su cabeza sobre el hombro de la entrevistadora y se queda sin hablar largamente. La niña se queda como dormitando, luego siguen conversando y quedan en volverse a ver. La entrevistadora y A. se ven cinco veces más. La entrevistadora sugiere que, mientras se hacen otras consultas, la parroquia le brinde a A. un espacio de reparación y confianza, que se le asignen tareas y un espacio que sea sólo para ella. Desde 1997 nada se sabe de A.” 

Lo fundamental es la prevención, tenemos que sumar brazos para que los niños no sigan cayendo en la red de los explotadores pero además de esto tenemos que hacer una fuerte campaña no solamente contra los explotadores sino también dirigida a los consumidores, porque si no hubiera consumidores no sería posible que hubiera tantos niños explotados sexualmente. 

Respecto de las consecuencias sociales tenemos: la reproducción del círculo de la pobreza, la deserción y el retraso escolar, y la vulneración de derechos. En nuestros países, algunos problemas dificultan el abordaje. Las políticas públicas son lentas, insuficientes e ineficientes; hay ausencia de presupuestos nacionales, provinciales y municipales; falta de datos confiables que dificultan la cuantificación e identificación del problema, a veces por cuestiones políticas y también porque los instrumentos atrasan; hay ausencia de espacios institucionales para el tratamiento del problema y, finalmente, hay un desconocimiento o la naturalización de la problemática por parte del conjunto de la sociedad.

Fundamentalmente, el modelo sociopolítico y económico es el principal productor del trabajo infantil. Nosotros no podemos hablar de erradicar el trabajo infantil si no combatimos el modelo que lo produce. Si bien pensamos que todo sirve, que es importante acompañar cualquier proceso, que cualquier circunstancia de reparación (como tantas ONGs realizan con mucho esfuerzo) es necesaria, no perdemos de vista que si esto no lo hacemos en el marco de la instauración de políticas públicas, tal vez tengamos la satisfacción de mandar a cinco niños a la escuela, pero por el agujero negro de la exclusión se nos caen muchísimos más. Por eso planteamos la pelea en todos los frentes. En el ámbito local, en el ámbito de la acción directa, pero además en la instauración de políticas en el ámbito municipal, provincial, nacional y regional y, fundamentalmente, apuntamos a los presupuestos. Estamos cansados de que los gobiernos nos relaten planes y, cuando preguntamos cuánto es el presupuesto, nos dicen que no tienen presupuesto. Si no hay presupuesto, no hay política pública.

Como movimiento sindical no queremos reemplazar al Estado ni lo pretendemos, como movimiento sindical nos planteamos velar por los derechos de los niños y las niñas, y exigimos que el Estado los garantice. Los ejes de nuestra propuesta son: privilegiar el ámbito local como el ámbito de intervención promoviendo mecanismos institucionales para la atención del problema; y promover y especializar a los actores sociales, esto implica hacer una transferencia técnica y también económica de recursos al ámbito local (donde el problema se da in situ) para proveer a las personas de saberes e instrumentos para abordar esos problemas. 

También planeamos generar instancias institucionales en todos los niveles y hablamos de acciones de carácter integral y múltiple. Por ejemplo, si le damos al niño un subsidio para que vaya a la escuela pero no sabemos si el papá y la mamá trabajan, si no tenemos ninguna propuesta para el trabajo de los adultos, esta acción nos limpiará la conciencia pero sabemos que en nada resuelve el problema estructural. Frente a este tipo de acciones, nosotros proponemos una forma de intervención de carácter integral y múltiple que incluya trabajo para los adultos, que incluya la organización para el trabajo de los adultos, trabajo aunque no sea empleo. Y si se habla de microemprendimientos, debemos partir de un mínimo diagnóstico preliminar y realizar seriamente el análisis de costos y la viabilidad de la empresa. Debemos tener en cuenta las habilidades que tienen los compañeros y realizar tareas previas de marketing: los compañeros tienen que producir buena calidad y alcanzar la venta de sus productos. En este sentido, no aceptamos más propuestas de micro “entretenimientos”.

Planteamos una unidad de concepción y una descentralización operativa. Además, en toda intervención en el ámbito local, hablamos de la dinamización de la economía social que está asociada a los microemprendimientos. En todas las acciones que acompañamos, planteamos y tratamos de ejecutar en diferentes niveles se debe incluir el componente de concurrencia de los niños y niñas a la escuela, pues los derechos de los niños no deberán ser suspendidos bajo ninguna circunstancia. 

Para erradicar el trabajo infantil tenemos que recuperar la justicia social, por eso planteamos una quita de la deuda externa con el compromiso de que los fondos sean destinados por los gobiernos a problemas sociales. Planteamos el retiro por parte de los países desarrollados de los subsidios agrícolas, el respeto y cumplimiento de los derechos fundamentales del trabajo, y políticas públicas para el cumplimiento efectivo de las normas vigentes sobre erradicación del trabajo infantil con asignación de presupuesto. Cuando hablamos de “cumplimiento efectivo”, queremos decir: “nosotros no desechamos la normas, nosotros queremos que ratifiquen los convenios, que hagan todas las declaraciones, pero fundamentalmente nosotros vamos por el cumplimiento”. En la comisión temática 3 del subgrupo de trabajo 10, hemos planteado el seguimiento de la declaración de los presidentes del Mercosur sobre erradicación del trabajo infantil. Tenemos que crear mecanismos –y para eso la OIT nos está ayudando mediante una consultoría–, porque si los actores políticos se comprometen y firman un documento público es para cumplirlo.

Tenemos que ver cómo hacer para construir la confianza entre el sector sindical y las ONGs, porque si nos ponemos a discutir y nos ponemos a acordar, somos capaces de elaborar la diferencia y nos podemos potenciar mutualmente. Por eso hacemos un llamado al fortalecimiento de la alianza social para la erradicación del trabajo infantil. Nuestra propuesta es: trabajo digno para los adultos y educación de calidad para los niños y niñas.

Por una política nacional de protección de la infancia 

María Elena Naddeo 

Durante esta exposición voy a presentar un programa transversal que desarrollamos junto con otras áreas del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para la erradicación del trabajo infantil, pero quiero enmarcar este desarrollo ratificando un concepto ya expuesto: sabemos que en la Argentina y en otros países de la región se dan procesos dispares y, además, voy a realizar un breve diagnóstico para darle marco a la discusión. Hace veinte años, pensar en la problemática del trabajo infantil en la Argentina estaba fuera de las principales preocupaciones de los organismos de infancia, estaba fuera de nuestros cálculos, fuera de la planificación y de las potencialidades reales de nuestro país. Por eso, la necesidad de brindar actualmente un diagnóstico de situación, que señale que la problemática aguda del trabajo infantil en la Argentina es consecuencia directa de los procesos crecientes de pauperización y de exclusión social que se llevaron a cabo en la última década.

Focalizando el diagnóstico a partir de 2004, podemos decir que la mitad de la población de nuestro país está debajo de la línea de pobreza y que 7 de cada 10 chicos son pobres. Si tomamos solamente la desocupación y la subocupación, tenemos que afirmar que el 30% de la población vive y padece problemas de empleo, sin considerar los casos de trabajo precario y sobreocupación, entre muchos otros.

Si tomamos el período que va de mayo de 1988 a mayo del 2003 el porcentaje de personas debajo de la línea de pobreza crece abruptamente en un espectacular proceso de concentración de la riqueza y de liquidación y disminución brutal de los ingresos de las familias argentinas. Si bien este proceso no afecta tan intensamente a la Ciudad de Buenos Aires, en el contexto nacional, durante los últimos quince años, la línea de pobreza aumenta desde un 10% aproximadamente hasta un 50%.

Sin caer en procesos simplistas, es necesario marcar que un amplísimo porcentaje de los chicos que desarrollan distintos tipos de trabajo infantil en las calles de la ciudad (y que llegan diariamente del primer y segundo cordón de la provincia de Buenos Aires) lo hacen como estrategia de supervivencia familiar y que la mayoría de ellos vuelven a sus casas a la noche o de madrugada tomándose los primeros trenes que salen a las 3 o 4 de la mañana. 

En nuestra ciudad, la mayor parte del trabajo infantil se relaciona con las tareas realizadas en la calle, recolectando residuos para reciclaje, solos o acompañados por adultos y, además, realizando trabajos en emprendimientos de la familia, realizando trabajo doméstico en reemplazo de los padres subocupados, trabajo en talleres, comercios (sean habilitados o no) e incluso en talleres clandestinos que se pueden detectar en algunos barrios de la Ciudad de Buenos Aires.

En síntesis, en gran parte de la ciudad el trabajo infantil transcurre en la calle y, según nuestros cálculos, en 2003 encontramos aproximadamente a 3.300 chicos entre 5 y 14 años en situación de calle bajo distintas formas de trabajo o actividades informales, que podemos clasificar dentro del trabajo infantil. El 62% de ellos son varones, el 38% son mujeres. Tenemos un relevamiento propio hecho en cinco barrios de la Ciudad de Buenos Aires y después cruces de datos aportados por diferentes ONGs y otras áreas del gobierno de la Ciudad que nos permiten estimar el conjunto de chicos que están en situación de calle. Las actividades más comunes que se observan y hemos relevado tienen que ver con la venta ambulante, la mendicidad, el cirujeo, la limpieza de vidrios y la apertura de puertas de autos, y actividades de malabarismo. Como característica general, nos encontramos con grupos de chicos, chicos solos y chicos acompañados por adultos o familiares, que regresan a sus casas en la noche o en la madrugada.

En este trabajo específico para la erradicación del trabajo infantil no incluimos la problemática de la explotación sexual comercial infantil porque para ello desarrollamos otro programa, relacionado con la prevención y asistencia a las víctimas de explotación sexual. En este punto, quiero aclarar que desde el Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires no acompañamos la conceptualización que afirma que la explotación sexual comercial infantil es un trabajo, incluso una de las peores formas de trabajo, si bien comprendemos el espíritu y el objetivo que impulsa a la OIT a incluirlo y además a acompañar la lucha por la erradicación de estas formas de explotación de los chicos. Con esta salvedad, valoramos y tomamos como cuerpo normativo de referencia obligatorio el Convenio 182 de la OIT sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil. 

El tema de la prostitución como trabajo o no, incluso para el mundo de los adultos y adultas, es un tema de debate que permanece abierto. Sin embargo, aun sobre las discusiones, existe consenso para afirmar que la prostitución infantil es ante todo un delito, un crimen y que el eje de nuestro programa y trabajo además del acompañamiento de las victimas de la explotación es trabajar sobre el tema de la demanda. Como organismo, estamos participando en una red contra la trata de mujeres, niñas y niños, que se está constituyendo con distintos tipos de organizaciones públicas y ONGs. Uno de los ejes que constituye la consigna fundamental de este emprendimiento es, precisamente, que: “Sin clientes, no hay prostitución”. Según nuestro enfoque, una de las estrategias más fuertes que debe acompañar las políticas de infancia tiene que ver con la concientización y la educación sobre el tema de las relaciones interpersonales, a la luz de la perspectiva de género. A pesar de nuestros veinte años de democracia, vemos profundizarse día a día la subordinación de quienes son considerados “menores”. La consideración de los niños y las mujeres como objetos sexuales para satisfacer necesidades masculinas continúa presente en una franja importante de nuestras comunidades y, por lo tanto, su tratamiento debe tener un lugar de prioridad en las políticas sociales y de educación. 

En la Ciudad de Buenos Aires, nuestro Consejo se crea a través de la Ley 114 de Protección Integral de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes, que es la ley que aplica la Convención sobre los Derechos del niño en el ámbito de la Ciudad, junto con Mendoza, Chubut, Misiones, Neuquén y Jujuy (donde todavía no está reglamentada). En la provincia de Buenos Aires, en cambio, la ley fue aprobada pero impugnada y suspendida por las dos cámaras. Como dijimos, la ley 114 crea el Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y además, en la Constitución de la Ciudad, la ley prevé la creación de un organismo especializado que promueva y articule las políticas del sector y que cuente con unidades descentralizadas que ejecuten acciones con criterios interdisciplinarios y con participación de los involucrados. Este organismo tiene un rol importante en la articulación de las políticas públicas. El plenario de este organismo se compone por representantes de las distintas áreas del gobierno de la Ciudad. Una de las reformas que se produjo a la ley 114 fue la incorporación de la Dirección General del Trabajo, justamente por el tema y la preocupación sobre el aumento del trabajo infantil en general y, en particular, en la Ciudad de Buenos Aires. En el plenario se elaboran planes anuales que articulan la acción de gobierno en todas las áreas, una tarea compleja, que así enunciada parece maravillosa. Sin embargo, construir anualmente este plan transversal con un seguimiento mensual donde las áreas del gobierno de la ciudad fijan las metas, los objetivos y el Consejo monitorea es una tarea en construcción permanente. Finalmente, esta compleja tarea nos permite tener una mirada integradora sobre lo que está pasando en las políticas de infancia en general en la ciudad.

Un eje prioritario del plan transversal es, justamente, la temática de la erradicación del trabajo infantil. Otra de sus funciones importantes es la promoción y difusión de los derechos de niños y adolescentes, y la tercera prioridad de acción son los servicios para la efectivización y el resguardo de los derechos. Entre los servicios, el más importante está constituido por la red de Defensorías zonales, establecida conjuntamente por la Constitución de la Ciudad y por la ley 114. Se trata de equipos interdisciplinarios ubicados en cada Centro de Gestión y Participación (CGP) del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Actualmente contamos con catorce defensorías estatales y cuatro defensorías conveniadas con ONGs. 

En 2002, la Legislatura porteña sancionó la ley 937, que es la ley que establece normas para la detección, prevención y erradicación del trabajo infantil; aquí no se incluyó el tema explotación sexual porque una mayoría de legisladores entendió que no se debía confundir trabajo infantil con explotación, abuso sexual infantil y prostitución infantil. Por esta ley, se dispuso que el Consejo de los Derechos fuera su autoridad de aplicación y, entonces, desarrollamos un programa que es el “Programa de protección integral contra toda forma de explotación”, uno de cuyos ejes fundamentales es –en nuestra jerga– el PETI, es decir, el “Programa para la erradicación del trabajo infantil”. 

Lo que hicimos fue un programa general de protección integral contra toda forma de explotación con dos grandes ejes: uno es el eje de erradicación del trabajo infantil y otro es el de prevención y acompañamiento de las víctimas de explotación sexual. En el tema trabajo infantil organizamos junto con la Dirección de Niñez y Adolescencia de la Secretaría de Acción Social de la Ciudad de Buenos Aires, en el marco de un comité o unidad ejecutora del programa, un abordaje intersectorial que priorizó el trabajo en calle. El PETI está conformado por un equipo de operadores especializados en el tema de trabajar con chicos en situación de calle, y el abordaje de este equipo de operadores se articula con las Secretarías de educación, salud, desarrollo social y con la Secretaría de protección del trabajo. 

Estamos actualmente trabajando en este programa, con todos nuestros actores abocados a las tareas y, sin embargo, sentimos que estamos arando en el mar. La tarea es compleja. El equipo de operadores de calle posee un alto nivel de especialización y trabaja con el apoyo de pasantes de la facultad de ciencias sociales, pero el tipo de abordaje en calle tiene que ver con un acompañamiento, una conexión y el establecimiento de un vínculo de confianza muy específico con los chicos (el conocimiento de sus familias, adónde vuelven por la noche, cuándo vuelven, de dónde provienen), que nos llevó a generar una serie de articulaciones imprescindibles para trabajar en la calle y con recursos propios del GCBA. 

Con salud organizamos un consultorio móvil con médicos pediatras, que todos los días está en distintas plazas de la Ciudad de Buenos Aires; a este móvil llevan los operadores de calle a los chicos que han contactado. Tenemos un centro de atención transitoria para albergar a los chicos que manifiestan no querer quedarse en la calle o no querer volver a sus casas porque son víctimas de violencia. Y tenemos una guardia jurídica de abogados que trabaja con la policía, la justicia contravencional de la ciudad y con distintos efectores de la ciudad para que se cumpla la ley 114. El objetivo principal de esta guardia jurídica es evitar que los niños y jóvenes entren en el circuito de judicialización de la vieja legislación de patronato que sigue siendo utilizada por numerosos jueces nacionales (pues, si bien se trata de jueces que están en la Ciudad de Buenos Aires, ellos continúan siendo jueces nacionales). 

Hacia otras áreas gubernamentales, articulamos e integramos la Comisión asesora o consultiva de la Comisión Nacional para la Erradicación del Trabajo Infantil y estamos articulando acciones con municipios del Gran Buenos Aires. Las principales acciones se relacionan con la visualización y el acercamiento a los niños en situación de trabajo infantil en calle. Los operadores recurren a actividades recreativas, talleres y merienda en la calle. Además, para el tema del apoyo escolar y la reinserción escolar, se incorporaron operadores alfabetizadores, la visita a las familias de los chicos, la atención de la salud con el móvil sanitario y el otorgamiento de becas y/o la inclusión de las familias de los chicos en microemprendimiento.

Podemos analizar nuestro trabajo según las cifras relevadas en 2003. Tomando la zona céntrica de la ciudad y los barrios de Pompeya, Núñez, Chacarita, Villa Urquiza y Villa del Parque, obtenemos un total de 1.324 chicos visualizados en distintas actividades de trabajo informal. Para fines del 2003 teníamos algunos primeros resultados importantes y valiosos: de un grupo de 25 niños en situación de trabajo en calle en el barrio de Palermo, 15 volvieron a sus hogares de origen retornando ellos a la escolaridad y los adultos a tareas productivas, 30 chicos recuperadores urbanos de la zona céntrica de Florida y Corrientes abandonaron esta tarea pues sus familias se insertaron en emprendimientos de sus respectivos barrios. 10 niños en situación de trabajo en calle en el barrio de Pompeya fueron alojados en pequeños hogares que garantizan su salud, educación y escolaridad. Pompeya es un barrio del sur de la ciudad, muy deteriorado edilicia y productivamente, algunos de estos niños presentan todavía, aunque en menor medida, un fuerte deterioro físico y psíquico vinculado con el tema adicciones.

También tenemos algunos datos actualizados a septiembre de 2004. En el caso del barrio de Pompeya, tomando básicamente la intersección de la Avda. Roque Sáenz Peña y la calle Florida, podemos decir que en los últimos meses dejaron definitivamente la calle 86 niños, dejaron parcialmente la calle 20 niños, se reintegraron a la escuela 75 y, además, fueron atendidos por el móvil sanitario 201 chicos mientras 85 recibieron atención en los centros de salud y hospitales públicos.

A veces los resultados parecen escasos y, en realidad, eso nos hace pensar que éste es un trabajo absolutamente personalizado. En el trabajo de atención a la infancia, cada niño y cada familia, cada grupo de hermanos requieren especificidad y, por lo tanto, el equipo de operadores debe abocarse a esta estrategia en común. Actualmente nos estamos planteando otros objetivos de mayor alcance relacionados con profundizar o trabajar más globalmente con la Secretaría de educación. Necesitamos desarrollar acciones conjuntas para la detección del trabajo doméstico, porque este tema todavía no ha sido abordado desde nuestro programa y creemos que las escuelas son el ámbito privilegiado para poder detectar estas situaciones, sin buscar la penalización, sino para trabajar con la comunidad y la propia escuela en la erradicación del trabajo domestico infantil. 

Por otro lado, estamos concretando una aspiración muy importante, que nos va a ayudar con este programa. Se trata de la firma de un programa marco con la provincia de Buenos Aires, para la atención de los chicos y sus familias en cada municipio. Desde el Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de la Ciudad de Buenos Aires seguimos impulsando como condición indispensable –para que este trabajo se convierta en una estrategia de promoción integral de las familias y de nuestra sociedad– el desarrollo de una política nacional, real, de protección de la infancia a través del fomento del trabajo productivo de los padres, de la asignación familiar universal y de otras políticas nacionales que puedan establecer las soluciones de base y de fondo que esta problemática requiere. 
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